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RESPUESTA: 

 

El artículo 50 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva 

de las personas trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI, recoge 

que: 

 

1. Las personas extranjeras que acrediten la imposibilidad legal o de hecho de 

llevar a efecto la rectificación registral relativa al sexo y, en su caso, al nombre en su 

país de origen, siempre que cumplan los requisitos de legitimación previstos en esta ley, 

excepto el de estar en posesión de la nacionalidad española, podrán interesar la 

rectificación de la mención del sexo y el cambio del nombre en los documentos que se 

les expidan, ante la autoridad competente para ello. A estos efectos, la autoridad 

competente instará al Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación 

a que recabe la información disponible en la representación exterior de España que 

corresponda sobre si en el país de origen existen impedimentos legales o de hecho para 

llevar a cabo dicha rectificación registral. Dicho Ministerio comunicará la información 

disponible a la autoridad solicitante en el plazo máximo de un mes. 

 

2. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, habrán de habilitar procedimientos de adecuación de los documentos 

expedidos a los extranjeros que se encuentren en situación administrativa regular en 

España, que hayan procedido a realizar la rectificación registral correspondiente en su 

país de origen. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, la autoridad competente debe entenderse por 

aquella que expide los documentos sobre los que se solicita la rectificación.  

 



  

 

 

 

   

 

 

En este sentido, se debe resaltar que el artículo se refiere a “Administraciones 

Públicas”, no a Registros Civiles; y, para más claridad, en la frase siguiente, indica que 

lo harán “en el ámbito de sus respectivas competencias”.  
 

 

Madrid, 18 de marzo de 2026 




